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                                      Buenos Aires,  17 de octubre de 2003
 
Y VISTO: 
 
El expediente de la asociación civil n º 1.724. 241 del Registro de esta INSPECCION GENERAL DE JUSTICIA , correspondiente a la asociación civil  denominada “PIPA CLUB BUENOS AIRES PCBA”   y 
 
CONSIDERANDO: 
 
1. Que conforme surge de acta constitutiva de fs. 2, los Sres. Fernando Javier Draier, Ariel Roberto Mullen, Hernán Silvio Ksiazenicer, Néstor Ramón Silva, Sergio Leandro Loda ; Rodrigo Martín sumaron sus voluntades para constituir una asociación civil cuyos objetivos fueron detallados de la siguiente manera: “Realizar una obra de interés general, divulgando la afición y el arte de fumar pipa  y permitir a todos los fumadores de pipa o simpatizantes el reunirse con este  objetivo  y que se concretara con estos fines:  a) fomentar la asociación entre los fumadores de pipas, a fin de orientar, informar, e instruir sobre dicha actividad a personas mayores de edad según las leyes vigentes; b) fomentar, además, la practica de actividades sociales, propender al descanso y esparcimiento de sus asociados,  y ayudar al desarrollo de la cultura social y general; desarrollar en un ambiente de cordialidad y solidaridad entre sus asociados, quienes gozaran de todos los beneficios sociales  posibles, y entre estos y la sociedad en general a fin de poder brindar a través de esta un ámbito para el desarrollo cultural para la Ciudad autónoma de la Ciudad de Buenos Aires...” 
 
2.  Que a Fs. 26 de las presentes actuaciones, el Sr. Inspector calificador observó el estatuto, entre otras razones, por cuanto consideró que analizando el objeto propuesto no se advierte cual es el bien común  que se propone proteger y estimular.
 
Que a partir de allí se sucedieron una serie de cambios de redacción del art. 1º del respectivo estatuto  y nuevas observaciones que concluyeron con el objeto propuesto a fs. 34/ vta., que transcripto textualmente dice: “ Son sus propósitos: Promover reuniones entre los asociados , con el fin de fomentar , la practica de actividades sociales , tales como realizar reuniones de intercambio .......... ....”, precisándose objetivos institucionales antes omitidos y suprimiéndose los que en la redacción original aparecieron como preponderantes tales como  “el divulgar la afición y el arte de fumar “ .
A fs. 69 el Sr. Inspector interviniente en los presentes autos aconsejó el otorgamiento de personería jurídica. No obstante ello, y conforme constancias de fs. 70/ 71, la Sra. Jefa del Departamento de Precalificación, Dra.  Marta Liliana Stirparo  estimó procedente denegar a la entidad solicitante el reconocimiento de personalidad jurídica para funcionar como asociación civil de carácter privado, conforme art. 33 , segunda parte apartado 1 del Código Civil.
 
 3. Que como ya oportunamente se ha pronunciado este Organismo en anteriores resoluciones, ( Exp. Nº 1.637.569 S y C Asociación Civil, Resolución I.G.J. n º 1110 /97) es necesario aclarar que en toda acta constitutiva de una asociación civil, como manifestación de la voluntad de las partes que la suscriben, el elemento esencial es el objeto de la convocatoria, así como el tipo asociacional no es más que un medio coadyuvante para el logro de esa finalidad y por ello, no es el objeto social el que debe adaptarse al tipo societario, sino que este debe elegirse en función de aquél.”
 
En tal sentido y en el presente caso, los constituyentes han elegido el camino inverso, y han intentado  modificar el objeto de la asociación para adaptarlo al modelo asociacional elegido, como si el fin principal de los participantes fuera constituir una asociación civil cualquiera fuere su objeto.
          
Que la solicitud al Estado de Personería supone que se ha constituido una entidad con objetivos claros y precisos, cuyo elemento esencial es el bien común al que se equipara con el interés público, esto es, el de toda la comunidad, ya sea que redunde en forma directa o bien indirectamente en esta ( Conf. Resolución 513 del 1/7/97, Expte. 1628.626/96 “ Asociación Civil Galería Paseo del Retiro; providencia de fecha 8/19/97 en el Expte 1.608.431 “ Centro Social y Cultural Raúl Scalabrini Ortiz” etc. ).
 
        Que esos fines deben explicitarse desde el inicio de la vida de la asociación y desde el principio de todos los trámites necesarios a los fines de obtener el reconocimiento de su personalidad jurídica, por lo que resulta inadmisible, como sucedió en el caso, ir modificándolos sucesivamente al ritmo de las observaciones del Organismo de Control. De lo contrario, la solicitud de personería pierde toda sinceridad al verificarse que ni los propios fundadores de la entidad tienen claros sus propósitos.
 
          Se aclara que no obsta al resultado de la presente Resolución, las vistas corridas por el Departamento de Precalificación, pues es función de los Inspectores intervinientes orientar por ese medio a los peticionantes para que concluyan con una redacción clara y precisa del objeto que perseguirá la nueva entidad, pero carecen de competencia para otorgar o denegar la personería jurídica, que es función específica de esta INSPECCION GENERAL.
          
4. Que analizado entonces el verdadero objetivo enunciado en el acto constitutivo y los propósitos perseguidos por la “Asociación Civil Pipa Club Buenos Aires PCBA”, se observa que el  objeto enunciado a fs.1/ 2 no tiene una connotación  destinada  a la promoción del bien común, no cumpliéndose por ende con las finalidades que las asociaciones civiles reconocidas por el Estado deben perseguir. 
 
El derecho de asociarse (solicitándose el reconocimiento de este Organismo), debe serlo con fines útiles; fines socialmente útiles, es decir jurídicamente lícitos y acordes con los principios de convivencia social - paz, tolerancia, pluralidad, divergencia dentro del orden democrático - y que traduzcan valores objetivos que trascienden y que pueden servir de pautas y principios orientadores para los individuos y para la sociedad en su conjunto. Fines, podría decirse, estatales y precisamente por ello, el Estado estimula la creación y funcionamiento de las entidades que persigan tales objetivos y valores.
 
Como viene sosteniendo desde antiguo la Corte Suprema de Justicia de la Nación en materia de asociaciones civiles, cuando la ley reconoce al Estado determinar la especial incidencia que sobre el bien común tiene el objeto de una determinada asociación, aquel lo asume como propio, otorgándole a la referida entidad la autorización para funcionar. Esta autorización no importa el reconocimiento de un derecho subjetivo preexistente, sino el otorgamiento de una calidad social, que se traduce en el reconocimiento estatal frente a toda la sociedad, relativo a que la asociación lleva a cabo fines que el mismo Estado jerarquiza como propios, es decir, directamente vinculados al bien común (C.S.J.N. Noviembre 22 de 1991, ED 146-228).
 
De manera tal que, a los fines de analizar la procedencia del otorgamiento de la autorización para funcionar que el artículo 33, segunda parte, inciso 1) del Código Civil pone en manos del Estado, debe repararse en el objeto de la institución, el cual debe encuadrarse dentro del concepto del bien común al que expresamente refiere la norma, pues precisamente la realización  de actividades que tiendan a tal finalidad constituye el fundamento de la personalidad jurídica diferenciada que el legislador le reconoce a tales entidades. Autorizada doctrina ha señalado al respecto ( Borda Guillermo, Tratado de Derecho Civil, Parte General, tomo I, Ed. Perrot, 7ª Edición Actualizada, Buenos Aires, 1980, pag. 578) que al exigir la ley un objeto de bien común, se da en realidad la razón misma, la justificación de la exigencia jurídica de estas entidades, pues precisamente porque persiguen ese fin, es que debe reconocérseles personería. Con otras palabras: es el requisito de objeto de bien común, esencial a toda asociación civil, su razón de ser y su objetivo a alcanzar. Así fue concebida originariamente y así llega a nuestros días, así lo entendió Velez Sarfield y la Doctrina mayoritaria Argentina, de igual modo que oportunamente lo hiciera la Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y Jurisprudencia administrativa ( Biagosch, Facundo Alberto, Asociaciones  Civiles, Editorial Ad Hoc, Buenos Aires, 2000, pag. 189).
 
Ahora bien, cuando la ley se refiere al bien común, es evidente que lo asimila al interés colectivo ( Salvat Raymundo, “ Derecho Civil Argentino”, Tomo I, Buenos Aires 1931, parágrafo 1207), entendiéndose por tal el propio de la actividad en su conjunto. De manera tal que cuando el artículo 33 del ordenamiento civil se refiere al interés común, no lo hace con eferencia a los componentes del grupo asociado, sino que debe ser un interés   propio de la comunidad, inherente al bien público colectivo general, o , más concretamente referido al interés general o de la Comunidad. Corresponde señalar, transcribiendo a autorizada doctrina en la materia ( Cahian, Adolfo, Manual teórico práctico de asociaciones civiles y fundaciones”, La Rocca, 1990, pag. 68), que “ La asociación puede tener una gama muy amplia de objetivos: sociales, artísticos, morales, asistenciales, políticos, culturales, deportivos, recreativos, benéficos. O bien fines educacionales, mutualistas, religiosos ,científicos, gremiales, de fomento edilicio o defensa de sectores empresariales, profesionales, etc. Sin embargo, en todos ellos existe una característica que permanece constante, imprescindible, que define nítidamente la esencia de la asociación: el bien común. Realizar ese bien común es la misma razón de ser del grupo asociacional.”
 
Pues bien, y partiendo de la base que el encuadramiento de la actividad de toda asociación civil dentro del campo del bien común, constituye una condición impuesta por una norma positiva vigente, art. 33 del C.C., subsistente después de la reforma introducida por la Ley 17.711 y que la INSPECCION GENERAL DE JUSTICIA  debe analizar cuidadosamente su concurrencia, pues no le ha sido autorizado dejar de lado la aplicación de una norma legal obligatoria e imperativa, resulta por ello imprescindible examinar si la nueva entidad tiene por principal objeto el bien común, en el sentido precisado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, pues solamente en caso que así sea podrá obtener el reconocimiento de la personería jurídica del Estado.
 
Los propósitos perseguidos por la Asociación Civil Pipa Club Buenos Aires PCBA  y que se encuentran  especificados en el art. 2º de su estatuto, no encuadran, a mi juicio, en el concepto de bien común, aludido por el art. 33 del Código Civil, pues no parece que “ realizar una obra de interés general, divulgando la afición y el arte de fumar en pipa ...”  ( primero de los propósitos de la aludida asociación)  ofrezca un marco valioso para el desarrollo de la convivencia, integrando así el patrimonio espiritual y cultural de la comunidad ( CNCivil, Sala I, Julio 12 de 1990, ED 138-788 y siguientes), cual es, se reitera, condición esencial para que una asociación de naturaleza civil pueda obtener el reconocimiento del Estado en lo que se refiere a sus actividades y objetivos.
 
El derecho de asociarse libremente puede lograse sin necesidad de la autorización estatal, en tanto nada impide seguir actuando a la misma como simple asociación, en apoyo de sus principios ( art. 46 del Código Civil). Recuérdese al respeto que una asociación sin fines de lucro puede no recibir una autorización para funcionar, pero igualmente será considerada sujeto de derecho, persona jurídica, cumpliendo con el simple requisito formal exigido por el aludido art. 46. Esto significa que podrá gozar de la plenitud del status jurídico de las personas jurídicas para adquirir derechos y contraer obligaciones, para gozar y ejercer los derechos constitucionales susceptibles de ser gozados y ejercidos por las personas ideales, en tanto revisten el carácter de personas en los términos del art. 30 del Código Civil.
 
En definitiva: entiendo de suma importancia destacar lo dicho por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en el sentido de que la Autorización prevista por el Art. 33 del Código Civil es de interés predominantemente estatal. Ello significa, a mi juicio, que la autorización otorgada por el Estado a las asociaciones civiles que se presentan para obtener la misma, implica hacer suyos los objetivos que persigue esa entidad y no creo que divulgar la afición del arte de fumar en pipa lo sea , lo cual bien pueden efectuar sin contar con la autorización que requieren .-
 
Queda pues claro que, con la denegación de la autorización para funcionar con carácter de persona jurídica a Asociación Civil Pipa Club Buenos Aires PCBA, no se encuentra afectado el derecho constitucional de asociarse con fines útiles, amparado por el art. 19 de la Constitución Nacional, y al respecto debemos remitir nuevamente al art.46 del Código Civil, en tanto dispone que aquellas entidades que “ no tienen existencia legal como personas jurídicas, serán consideradas simples asociaciones civiles”. De tal manera, se reitera, se satisface el ejercicio pleno de aquel derecho constitucional, resultando de ello que, aún denegada la autorización que se solicita, podrán los interesados ocurrir a otras formas de constitución de sujetos de derechos librados exclusivamente a la iniciativa  privada sin que sea menester recurrir al estado para el reconocimiento especial de la Personalidad jurídica de la Entidad ( conf. Llambías, Jorge J. “ Tratado de Derecho Civil” Parte General, T. II, pag. 92).
 
Por ello, lo dispuesto por el art. 33, segunda parte apartado  1º , 45 y concordantes del Código Civil y en el art. 10 inc. A) y conc. de la Ley 22.315, doctrina y jurisprudencia citada en los párrafos precedentes, 
 
EL INSPECTOR GENERAL DE JUSTICIA
RESUELVE
 
Artículo 1: Denegar la concesión de la personería jurídica  Asociación Civil Pipa Club Buenos Aires PCBA .
 
Artículo 2: Regístrese. Notifíquese a los constituyentes en Av. Córdoba 836 piso 7º de la Ciudad de Buenos Aires, domicilio fijado como sede y lugar denunciado como de funcionamiento. A sus efectos pase al Departamento de Precalificación.
 
Resolución I.G.J. Nº: 1318/03

   
